Acta: En montevideo a los 31 dias del mes marzo de 2016  reunido el Consejo de Salarios del Grupo Nº 7 “Industria Química, del medicamento, farmacéutica, de combustible y afines” SubGrupo Nº 5 “Derivados del petróleo y el carbón, asfalto, combustibles, lubricantes, productos bituminosos”, integrado por los delegados del Poder ejecutivo: Dres. Gonzalo Illarramendi y Viviana Dell`Acqua; delegados de los trabajadores, Sres. Pablo Sequeira, y León Bo asistidos por el Dr. Luis Rodriguez y la Dra. Monica Cardozo , los delegados del sector empresarial, Ing. Marcelo Busquets en representación de Distribuidora de Gas de Montevideo S. A – Grupo Petrobras asistidos por el Dr. Fernando Perez Tabó y Sr. Gustavo Gonzalez asistido por Dr. Nelson Larrañaga en representación de CONECTA S.A quienes hacen constar que:
PRIMERO: Antecedentes: Por acta de este Consejo de Salarios de fecha 8/3/2016, el sector trabajador ha planteado que la empresa CONECTA ha incumplido con el pago de la partida prevista en la clausula DECIMO SEGUNDO del laudo de Consejo de Salarios de fecha 13/6/2014, el que fuera prorrogado por el laudo de Consejo de Salarios de fecha 22/4/2015, omitiendo abonar lo correspondiente al año 2015 exigible en febrero de 2016

El sector empleador ha manifestado la empresa CONECTA ha cumplido en forma integral el convenio colectivo, en este convenio se establece expresamente que no tiene ultraactividad, por tanto el sindicato pretende darle este efecto a pesar de que en forma expresa aceptó que no lo tuviera. 

Por su parte también manifestó:  CONECTA entiende que esta diferencia que tiene con el sindicato debe resolverla la justicia laboral siempre y cuando los trabajadores promuevan un juicio laboral individual. De acuerdo a la ley de negociación colectiva, el Consejo de Salarios, no tiene facultades para resolver sobre contiendas de interpretación de un Convenio o Laudo, la Ley en forma expresa establece que a solicitud de las partes el Consejo solo puede mediar entre las partes y no resolver las cuestiones de fondo que se plantean en el diferendo (Ley 18566 articulo 20), en caso de que el Consejo resuelva este diferendo entre las partes estaria actuando como un juez, sustituyendo la labor del Poder Judicial, en tanto este poder es independiente del Poder Ejecutivo. Finalmente debe destacarse que en el laudo de Consejo que se recogió el Convenio Colectivo bipartito, el Poder Ejecutivo se abstuvo de votar, esto significa que el Poder Ejecutivo no actuo como parte en el Consejo en tanto una abstención es considerada como un no voto emitido. Este ha sido el criterio adoptado por el gobierno recientemente en todas las votaciones de los laudos en los cuales, cuando alguno de los sectores se abstuvo de votar ese voto no emitido no se contabilizó para conformar la mayoria simple que establece la ley de Consejo de Salarios para adoptar decisiones en el Consejo. En conclusión CONECTA se opone a que este diferendo entre la empresa y el sindicato sea resuelto por el Consejo de Salarios y por tanto se opone a que se cite a una reunión con este orden del dia.

En virtud de que la posición de ambas partes dicen sustentarla en disposiciones convenidas en este Consejo de Salarios, la delegación del Poder Ejecutivo convocó a las partes a la presente reunión a los efectos de resolver el tema planteado.
SEGUNDO: En el dia 17/3 convocado el Consejo de Salarios debidamente, el sector empleador no asistió expresando los motivos correspondientes, por tanto se redactó acta en dicha fecha convocando a las partes para el dia de hoy. 
TERCERO: Reunido el Consejo de Salarios con asistencia de todas las partes, se procede a votar, pronunciandose a favor de la procedencia del pago de la partida los dos delegados del Poder Ejecutivo y los dos delegados del sector trabajador. Los dos delegados del sector empresarial se abstuvieron de votar.
CUARTO: En este estado las partes proceden a fundamentar sus posiciones.
1. La delegación del Poder Ejecutivo manifiesta que:
Si bien ni la Ley 10449 ni la Ley 18566 tienen disposiciones especificas acerca de las facultades de interpretación de los laudos de Consejo de Salarios, se entiende que, de acuerdo a nuestro Ordenamiento Juridico, si un Organo tiene competencia legal para adoptar decisiones, esto es, crear un Laudo, queda implicitamente comprendido que ese mismo organo tiene las mismas facultades para interpretar el sentido que quiso dar a sus disposiciones.

De manera que, la facultad de interpretar el Laudo es competencia, en forma autentica del mismo Organo que lo dictó.

Ahora bien podria discutirse de si la interpretación de las disposiciones deben adoptarse en forma unanime o pueden ser adoptadas por mayoria. A este respecto entendemos que si las disposiciones contenidas en el Laudo, pueden adoptarse por mayoria simple, como dispone la Ley 10449 y sus modificativas, tambien las interpretaciones con respecto al mismo pueden adoptarse por mayoria de los miembros que participaron en su creación.

En virtud de lo antedicho, entendemos que las diferencias de interpretación del Laudo, sometidas a consideración de este Consejo, deben ser resueltas por el mismo dado que fue el organo que las dictó. Y estas decisiones asi como la propia creación del laudo pueden adoptarse por mayoria simple.
Asi mismo, en cuanto al argumento manfestado por el Sector empleador referente a que el  Poder Ejecutivo se habría abstenido de votar, lo que implica que el mismo no actuó como parte, se entiende que el hecho de la abstención de votar favorablemente la propuesta, manifestada por los delegados del Poder Ejecutivo, se hizo por los motivos expuestos en su fundamentación de voto, incluidos en la cláusula décimo quinto de dicho Laudo. Tal decisión la adoptó en su calidad de parte integrante del Consejo y conforme a lo previsto por la Ley, en cuanto a la adopción de decisiones por simple mayoría. Dicha votación no podría tener como consecuencia su exclusión del carácter de parte, dado que fue en tal carácter que la emitió. Así como tampoco hubiera tenido dicha consecuencia la emisión de un voto negativo.
II) En cuanto al tema de fondo sujeto a la consideración del Consejo, la delegación del Poder Ejecutivo entiende que el asunto a interpretar no se trata de reconocer o no la falta de ultraactividad de la partida establecida en la cláusula décimo segundo del Laudo de fecha 13 de junio de 2014, dado que como sostiene el sector empleador en el acta de 8 de marzo de 2016, cláusula segundo, en el convenio se establece expresamente que no tiene ultraactividad y el sindicato así lo aceptó, sino si dicha disposición fue prorrogada en el Laudo de Consejo de Salarios de fecha 22 de abril de 2015 de la misma forma en que se había establecido en laudo anterior. 

Las disposiciones del Laudo que vencía el 31 de diciembre de 2014, fueron prorrogadas por el Laudo de abril de 2015, por expresa voluntad de las partes.

Esto es lo que surge del tenor literal de dicho Laudo en su cláusula Antecedentes, donde se dispone: “...En atención a lo referido, las partes acuerdan prorrogar, hasta el 31 de diciembre de 2015, el acuerdo alcanzado en este Consejo de Salarios en acta de 13 de junio de 2014”.

Es cierto que el Laudo recoge disposiciones específicas que estaban incorporadas en dicho acuerdo, y no recoge expresamente la dispuesta en la cláusula décimo segundo del Laudo de junio de 2014. Pero esto no tiene por qué interprertarse como que las partes quisieron dejar excluido expresamente las disposiciones de la cláusula décimo segundo, cuando no lo aclaran expresamente, dado que las partes habían cecidido expresamente “prorrogar” dicho acuerdo.

Y esto debería interpretarse orgánicamente con los antecedentes acordados por las partes que hacen referencia al nacimiento y aplicación de dicho beneficio.

a) El pago pretendido por el Sector trabajador tiene su orígen en el acuerdo alcanzado el 17 de julio de 2013 que en su cláusula tercero dispone: “Las partes se comprometen a incluir en el Convenio Colectivo que se celebre en la próxima ronda (quinta) del Consejo de Salarios del Grupo 7 Sbgrupo 5, que comenzará a regir desde el 1 de enero de 2014, la siguiene cláusula:”
“Durante la vigencia del presente convenio colectivo CONECTA abonará a sus empleados una gratificación anual, pagadera en febrero de cada año, por los valores detallados más abajo, siempre que se cumplan cualquiera de las siguientes condiciones:

...En caso que en alguno de los años comprendidos en la vigencia de esta cláusula, los empleados de CONECTA no hayan alcanzado a cobrar ninguna de las gratificaciones establecidas en los numerales i) a vi) anteriores, CONECTA abonará a cada uno de sus empleados la suma de $ 10.000 nominales, salvo que haya disminuido en un 5% o más la cantidadde clientes regulados conectados respecto a los que tenía al 31 de diciembre del año civil civil anterior. En este último caso, las partes instaurarán un ámbito a los efectos de analizar el eventual pago de una gratificación”.
“Las partes acuerdan en forma expresa que al cumplimiento del plazo, la presente disposición perderá vigencia definitiva, no teniendo ningún tipo de ultraactividad”.

Y acontinuación las partes acordaron que si al 28 de febrero de 2014 no estuviese acordado el convenio  (quinta ronda) del Consejo de Salarios Conecta adelantará el pago de la gratificación anual conforme a lo anteriormente expresado y dicho pago adelantado (de lo que surgiera del Consejo), se pagaría en los tres primeros días hábiles de marzo de 2014 y extinguiría la obligación de pago que CONECTA asume por concepto de gratificación anual respecto del año 2014.

Esto suponía que:

1) el hecho generador del pago de la gratificación estaba condicionado a diversas metas a conseguir en el año civil 2013 y se abonaría en febrero del año siguiente. Esta cláusula debía ser recogida en el Laudo de la quinta ronda y si se incluía con posterioridad al 28 de febrero de 2014, en ese año, en forma excepcional se adelantaba en marzo (lo que efectivamente ocurrió) y lógicamente su pago cancelaba el pago que debería haberse efectuado en febrero si el convenio se hubiera firmado en fecha.

2) queda claro que la obligación vencía al vencer el plazo del convenio dado que carecía de ultraactividad.

3) El Laudo respectivo, firmado en junio de 2014 incluyó la cláusula en forma textual, tal cual se había convenido.

4) De acuerdo a este criterio, en febrero del año 2015, debería abonarse la gratificación correspondiente a las metas a cumplirse en el año civil del año 2014, tal cual se había pactado en el Laudo y con posterioridad a su pago la partida caería. Si CONECTA hubiera entendido lo que ahora sostiene, no debió haber pagado ninguna gratificación en febrero de 2015, dado que el Convenio había vencido el 31 de diciembre de 2014 y carecía de ultraactividad.

5) Sin embargo CONECTA abonó en febrero de 2015 la gratificación, no por entender que existía ultraactividad, sino por haber entendido que la misma correspondía pagarse por lo acordado en junio de 2014.

6) Como se sostuvo precedentemente, el Laudo de 22 de abril de 2015 decide prorrogar el Convenio anterior y no incorpora ninguna disposición que excluya la aplicación de la gratificación anual, como debió haberse hecho, si esto se hubiera pretendido; máxime que dicha gratificación se había abonado dos meses antes, luego de vencido el convenio y antes de acordarse el siguiente.

7) Entendemos que la actitud de la empresa es consecuente con la interpretación de que consideraba que la gratificación estaba vigente, porque refería al año civil de vigencia del convenio y disponía abonarla con posterioridad a dicho plazo. 

8) Idéntica solución debería adoptarse en el presente año en virtud de la prórroga operada.
9) Se adjunta a la presente acta informe elaborado por el DR. Hugo Barretto como sustento a la fundamentación del voto de esta delegación.
2. La delegación del sector trabajador manifiesta que:
1.Lo que se plantea es una diferencia de interpretación de un laudo del Consejo de Salarios.

2.Concretamente, los trabajadores sostienen que la gratificación anual prevista en la cláusula DÉCIMO SEGUNDA del laudo de 13/6/2014 se generó en el transcurso del año 2015 (se trata de una prestación anual sujeta al cumplimiento de determinadas condiciones cuya verificación o no recién es posible hacerla una vez transcurrido el período anual considerado), porque el laudo rigió durante ese año por virtud del acta de acuerdo del 22/4/2015 en que expresamente se acordó la prórroga del plazo de vigencia del laudo (art. 17 inc. 1 Ley 18.566).

3.No se postula la ultractividad de la cláusula, puesto que por definición no puede hablarse de ultractividad respecto de un laudo vigente (como lo estuvo hasta el 31/12/2015). El punto es que la prestación salarial se genera al completarse el período anual (el 31 de diciembre), y se percibe o cobra en febrero del año inmediato siguiente.
3. Por su parte la delegación de los empleadores manifiesta que:
El sector Empleador se abstiene.

1) Fundamentos de la abstención:
2) Ilegitimidad de la decisión por razones de forma
3) El sector Empleador contra su voluntad se vio constreñido a participar de esta sesión en tanto fue notificado por los delegados del Poder Ejecutivo el 28 de marzo de 2016, que si no concurrían, le iban a aplicar sanciones económicas a las empresas que integran el sector.

4) El sector Empleador, tal como lo hizo saber en el acta del 8 de marzo de 2016 (Cláusula TERCERO) y como consta en el acta del 17 de marzo de 2016 (Cláusulas PRIMERO y SEGUNDO), rechaza enérgicamente la convocatoria a esta sesión de Consejo de Salarios, por las siguientes razones:
5) a) En primer lugar, se somete a las empresas Conecta y Montevideo Gas a participar de un procedimiento que podría calificarse de arbitraje obligatorio, en tanto estas empresas que no revisten la calidad de delegados en tanto la misma recae en personas físicas, son obligadas a participar de un procedimiento con el cual no están de acuerdo, y donde los delegados del Poder Ejecutivo, que ofician de árbitro y de parte del Consejo –ambas calidades incompatibles en cualquier sistema de separación de poderes- va a resolver el diferendo de interpretación. 

6) Esta actuación de los delegados del Poder Ejecutivo que es imputable a éste Poder, significa una vulneración de la Constitución y de la Ley. 

7) El art. 82 de la Constitución establece como principio esencial que nuestra Nación adopta para su Gobierno la forma democrática republicana y uno de sus aspectos esenciales es la separación de poderes (Legislativo, Ejecutivo y Judicial). El Poder Ejecutivo ejerce actos de gobierno y el Poder Judicial ejerce la actividad jurisdiccional. 

8) Por este mecanismo al que son sometidas las empresas mencionadas, los delegados del Poder Ejecutivo están ejerciendo funciones jurisdiccionales, que claramente corresponden al Poder Judicial conforme a la Constitución y la Ley (art. 233 de la Constitución y Ley Orgánica de los Tribunales N° 15.750, arts. 1°, 2° y 6°). Debe recordarse que según nuestra Constitución, el Poder Ejecutivo a través de sus Ministros tiene la obligación de hacer cumplir la Constitución, las leyes, decretos y resoluciones (art. 181, numeral 1°). Advertimos que con este procedimiento con características jurisdiccionales no se está cumpliendo con la Constitución.

9) Y tampoco se está cumpliendo con la Ley 18.566 de negociación colectiva. Esta norma claramente establece que las partes autónomamente, esto es, sin participación del Poder Ejecutivo, pueden acordar someter un asunto a arbitraje voluntario (Art. 19). En este caso, este procedimiento que estamos tildando de manifiestamente ilegítimo, en forma heterónoma el Poder Ejecutivo lo impone a las empresas, sin el consentimiento de las mismas, que desde el inicio siempre se opusieron a la convocatoria al Consejo para que se resolviera un conflicto de interpretación de los convenios colectivos y de decisiones del Consejo de Salarios.
10) b) En segundo lugar, el Consejo de Salarios no tiene competencias para resolver conflictos colectivos. De acuerdo a la Ley 10.449 (art. 20) y a la Ley 18.566 (art. 20), el Consejo de Salarios solo debe limitarse a cumplir funciones de conciliación y de mediación en conflictos colectivos de cualquier naturaleza, siempre que las partes voluntariamente se lo soliciten.  Esta misma competencia la tiene el Ministerio de Trabajo a través de la Dirección Nacional del Trabajo (Ley 18.566, art. 18).

11) El art. 20, inciso 2° de la Ley 18. 566 claramente establece que una vez que el Consejo de Salarios acepta conciliar y mediar en el conflicto colectivo, deberá citar a las partes con el solo fin de “… tentar la conciliación entre las partes involucradas”. Y agrega que en el caso que no sea posible arribar a un acuerdo conciliatorio en el Consejo de Salarios, éste dará cuenta a la Dirección Nacional del Trabajo a los efectos pertinentes.

12) La conclusión es que ninguna de estas dos normas le otorga facultades jurisdiccionales al Consejo de Salarios para resolver con carácter obligatorio los diferendos existentes entre las partes, aun cuando los mismos refieran a un conflicto de interpretación de cualquier norma, incluida las emanadas del propio Consejo de Salarios.

13) También surge del propio acuerdo de rama de actividad 22 de abril de 2015 adoptado como decisión (Grupo 7, Subgreupo 05) que las partes le dieron al Consejo de Salarios, facultades meramente de conciliación y mediación cuando existieren controversias sobre la instrumentación del acuerdo o decisión del Consejo de Salarios.

14) La decisión del Consejo que recoge el acuerdo bipartito de las partes sociales, en la cláusula DECIMO. Cláusula de paz, segundo párrafo, en forma expresa establece lo siguiente:
15) “Ante controversias que pudieran suscitarse en la interpretación de este instrumento, las partes acuerdan que habrán de poner esa circunstancia en conocimiento del Consejo de Salarios del Grupo 7, Subgrupo 5 y de la Dirección Nacional de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en forma previa a la aplicación de medidas de carácter gremial”.

16) Esta cláusula incluida en el convenio bipartito y recogido como decisión del Consejo está en línea con el sistema legal que referimos previsto en las Leyes 10.449 y 18.566.

17) En efecto, las partes acordaron que si tenían diferencias de interpretación del convenio, las noticiaban al Consejo de Salarios y al Ministerio de Trabajo. El objetivo de esta comunicación es para prevenir un conflicto y evitar las medidas mientras se desarrolla el procedimiento de mediación y conciliación que las leyes mencionadas prevén. Estos Órganos si son llamados por las partes, deben desarrollar sus mejores esfuerzos para lograr el acuerdo entre las partes. Y si luego de agotada esta instancia, como dice el convenio, el sindicato podrá recién adoptar medidas gremiales.

18) Los delegados del Poder Ejecutivo no siguieron este camino que le marcaba la Ley y el convenio-decisión de rama. En la reunión del 8 de marzo de 2016 cuando el sindicato plantea un diferendo de interpretación del convenio y reclama el pago de una partida, en vez de desarrollar un procedimiento conciliatorio y de mediación como marca la Ley y el convenio-decisión, convocó directamente al Consejo para “…resolver el tema planteado” (Cláusula TERCERO). 
19) Por tanto, los delegados del Poder Ejecutivo no cumplieron su deber de conciliar y mediar entre las partes, y en su lugar, adoptaron la decisión de ejercer funciones jurisdiccionales, citando al Consejo a votar una decisión respecto de la interpretación del convenio-decisión. Lo que hubiera correspondido conforme a la Ley y al convenio-decisión es que el Consejo citara a las partes a mediar y conciliar y si no existía acuerdo, el sindicato quedaba en libertad de adoptar medidas gremiales. 

20) Pero nunca debió suceder que los delegados del Poder Ejecutivo convocaran a decidir en el Consejo una interpretación del convenio-decisión, con el fin de resolver el conflicto, para lo cual no estaba facultado por las partes.

21) La conclusión es que ni la Ley ni el convenio-decisión de rama le otorgan a los delegados del Poder Ejecutivo la competencia de convocar al Consejo de Salarios para decidir y votar sobre la interpretación del convenio-decisión. Esta actuación ilegítima y contraria a la ley es claramente vulneratoria de la seguridad jurídica consagrada en el artículo 7° de la Constitución.

22) Finalmente, cabe destacar que en la decisión adoptada el 13 de junio de 2014, los delegados del Poder Ejecutivo se abstuvieron, esto es, renunciaron al ejercicio del derecho a votar y en sus fundamentos de la abstención, dejaron constancia que no acompañaban el convenio bipartito celebrado entre las partes porque no estaban de acuerdo con el contenido del mismo y por el plazo adoptado.

23) Entonces, nos preguntamos, y más allá del cuestionamiento de la convocatoria que ya hicimos, con qué legitimidad y fundamentos ahora el Poder Ejecutivo va a interpretar un convenio bipartito que rechazó y del cual expresamente dijeron que no lo acompañaban y no se consideraban parte del mismo. 
24) Ilegitimidad de la decisión por razones de fondo
25) CONECTA cumplió cabalmente con la obligación de pago de la partida “gratificación anual”.

26) Dicha partida tiene su origen en lo previsto en el convenio colectivo bipartito firmado el 17/07/2013 entre Conecta y el Sindicato del Gas. Dicho convenio prevé en su cláusula TERCERO, que: “Las partes se comprometen a incluir en el convenio colectivo que se celebre en la próxima ronda (quinta) del Consejo de salarios del grupo 7 subgrupo 5, que comenzará a regir desde el 01 de enero de 2014 …” el pago de una gratificación anual variable según el desempeño de la empresa. 

27) En este convenio se pactó que si al 28 de febrero de 2014 no estuviese acordado el convenio de rama de la quinta ronda, en forma extraordinaria y por única vez, Conecta se comprometió a adelantar el pago de dicha partido en marzo de 2014 y este hecho extinguía la obligación de pago que Conecta asumía por concepto de gratificación anual respecto al año 2014 (Cláusula TERCERO, in fine).

28) Esta partida correspondiente al año 2014 se adelantó su pago en marzo de 2014 porque a febrero de 2014 no se había firmado el acuerdo de rama, lo que ocurrió el 13 de junio de 2014. 

29) Posteriormente el 13/06/2014, se firmó el convenio colectivo por un año (Enero-diciembre 2014) y se pactó la gratificación anual 2014. A la fecha de dicho convenio, la empresa Conecta ya había adelantado y cumplido el pago de esta gratificación conforme a lo acordado en el convenio bipartito de 17 de julio de 2013. 

30) Tanto en el convenio colectivo de 2013 como en el de 2014, las partes acordaron que al cumplimiento del plazo previsto en dicho acuerdo (Diciembre de 2014), la disposición que prevé el pago de la gratificación anual perdería vigencia definitiva, no teniendo ningún tipo de ultraactividad (Cláusula Décimo Segundo).   
31) Con fecha 22/04/2015, las partes prorrogaron la vigencia del convenio colectivo de rama por un año (Enero – Diciembre 2015). Así previeron la cláusula de “antecedentes” lo siguiente: “las partes acuerdan prorrogar hasta el 31 de diciembre de 2015, el acuerdo alcanzado en este Consejo de Salarios en acta de fecha 13 de Junio de 2014”. Es decir que las partes acordaron que la gratificación anual también se pagaría en el curso del año 2015. Dado que la firma de este convenio colectivo de rama se postergó en el tiempo, señal de buena fe y tal como sucedió en el 2014, se adelantó el pago de la gratificación anual 2015 y se pagó en febrero de 2015. 

32) Naturalmente que si el convenio del 22 de abril de 2015 prorrogó el convenio del 13 de junio de 2014, durante la vigencia del convenio en el 2015 también regía la cláusula no ultraactividad del beneficio pactada en este último convenio.

33) En suma CONECTA pagó dos Gratificaciones Anuales, la primera en marzo de 2014 (correspondiente al año 2014) y la segunda en febrero 2015 (correspondiente al año 2015). Es decir, abonó 2 partidas anuales en los 2 años de vigencia del Convenio Colectivo Tripartito, que venció de forma definitiva el pasado 31 de diciembre de 2015. 

34) El reclamo del sindicato no es procedente ya que el reclamo de una nueva y tercera gratificación anual a pagar en marzo de 2016 significaría darle ultraactividad al convenio colectivo, que las partes expresamente pactaron que no lo tuviera. 

35) En este caso, las empresas afirman el principio de seguridad jurídica recogido en el art. 7° de la Constitución y el principio de que los acuerdos deben cumplirse. El reclamo del sindicato vulnera estos dos principios fundamentales de nuestro derecho y contraviene claramente lo que pactó en los convenios colectivos referidos.

36) El sector Empleador se reserva el derecho de ampliar la fundamentación expresada en este documento.

En este estado las partes firman siete ejemplares en lugar y fecha indicados.
